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¡Ojo ... que viene la Ley! 
La Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la responsabilidad penal de los me-
nores (más conocida como Ley Penal juvenil) entrará en vigor los primeros 
días del mes de enero de 200 l . Pero, es posible que cuando salga esta re-
vista todavía continúe la incertidumbre sobre si realmente será así, ya que 
diversos responsables de la política de menores en las Comunidades Autó-
nomas han pedido un año más de aplazamiento. 
Solamente este hecho sería más que suficiente para llenar las líneas de este 
breve comentario sobre una norma que afecta y afectará a una parte subs-
tancial del trabajo social y educativo con adolescentes y jóvenes. Hay que 
recordar que, aprobada la Constitución, no se tuvo durante años ningún in-
terés en modificar la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948. Tuvo 
que avisar reiteradamente el Tribunal Constitucional de esa incoherencia para 
que en 1992 se hiciera una modificación provisional, a la espera de una ley 
definitiva. En 1995 se aprobaba un nuevo Código Penal adulto y se modifi-
caba la minoría de edad situándola en los 18 años. Pero se suspendía la en-
trada en vigor del artículo correspondiente hasta que se hiciera una ley pe-
nal juvenil. Ahora existe la Ley, aprobada en enero, y todavía se piden 
prórrogas. Lo más benévolo que puede pensarse es que esto de los menores 
sigue siendo un tema menor. 
En cualquier caso, ¿qué puede decirse de la nueva Ley? Hasta que más ade-
lante tenga la ocasión de hacer un comentario con detenimiento, he de de-
cir que es bastante mejor de lo que cabía esperar, vistas las coyunturas so-
ciales y políticas en las que estamos envueltos. Substancialmente: ha dejado 
fuera del sistema penal a los menores de 14 años, puede llegar a aplicarse 
(espero) hasta los 21, permite la resolución de los conflictos juveniles sin 
continuar el proceso judicial con programas de mediación u otras respues-
tas educativas en el propio medio, amplía y define mejor las medidas (san-
ciones) educativas a aplicar, etc. También tiene contradicciones y dificulta-
des entre las hay que destacar una fácil burocratización judicial de todas las 
actuaciones, salvo que fiscales y jueces modifiquen sus -discursos y prácticas. 
De todas formas, quisiera destacar ahora dos grandes retos que la nueva nor-
ma tiene delante. En primer lugar, conseguir que la sociedad en general y 
el conjunto de actores del sistema penal en particular, sean capaces de su-
perar las innumerables reticencias que tienen ante la elección de las accio-
nes educativas y no de las retributivas y castigadoras, para reaccionar ante 
las transgresiones de adolescentes y jóvenes. La Ley está llena de salveda-
des y matices que reflejan una cierta miseria de fondo y que pueden llevar 
a una aplicación que vulnere su espíritu. Hacer una norma penal diferente 
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para los transgresores y transgresoras jóvenes, significa aceptar que están en 
proceso de educación e incorporación social y debemos darles respuestas que 
lo hagan posible o, por lo menos, no lo impidan. 
Cuando esto se escribe (junio del 2000) algunos sucesos especialmente gra-
ves en los que se han visto envueltos adolescentes ya han hecho que salte la 
alarma porque, en un futuro próximo, tenga que aplicárseles la nueva Ley. 
A la primera ocasión ya dudamos, ya nos parece que hay que volver al cas-
tigo, al escarmiento, pensamos con rapidez en dejarnos de monsergas edu-
cativas. ¿Qué pasará cuando sea un chico de 13 años el que produzca una 
muerte y ni siquiera podamos recurrir a la justicia, tengamos que buscar res-
puestas protectoras? Sin una buena y urgente pedagogía no va a ser fácil 
que nuestra sociedad (incluida buena parte del mundo jurídico) profunda-
mente penalizadora y judicializadora entienda los cambios que la Ley pue-
de producir. 
El otro reto tiene que ver con el desarrollo de la potenciales medidas y ac-
ciones educativas que podrían aplicarse. En un desierto generalizado de po-
líticas y recursos para prestar atención a los chicos y chicas adolescentes 
cuando tienen dificultades no será fácil aplicar medidas alternativas, no será 
posible la corrección en el ámbito familiar y educativo. Sin verdaderos pIa-
nes locales de medicación en los conflictos juveniles no será posible poner 
en marcha ni la conciliación, ni la reparación ni las prestaciones en benefi-
cio de la comunidad. Sin una revisión a fondo del trabajo de los educadores 
y educadoras de atención social primaria (sin una presencia sensible de ellos 
en los dispositivos) no será posible trabajar las "reglas de conducta", las pro-
puestas educativas de la libertad vigilada, el trabajo en los centros de día, etc. 
Parece que la entrada en vigor de la Ley va a dejar fuera de juego a muchos 
responsables (más bien irresponsables) y a bastantes profesionales. Cuando 
se está hablando de falta de recursos parece que sólo se habla de los que ha-
cen falta para construir centros cerrados. No se tiene en cuenta que esta es 
una medida excepcional, que lo que no puede pasar es que los que ahora no 
iban a la cárcel se les interne porque se trata de "cárceles educativas". Como 
en otros muchos hábitos sociales, aquí primero son los recursos y después las 
necesidades. Solo reorganizando y poniendo en marcha un conjunto sistemá-
tico de respuestas a las necesidades educativas de los adolescentes (incluidas 
las respuestas penales), la nueva Ley podrá suponer un verdadero cambio. 
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